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PROCEDIMIENTOS JURISDICCIONALES

TRIBUNAL DE JUSTICIA

Sentencia del Tribunal de Justicia (Gran Sala) de 31 de enero de 2023 (petición de decisión prejudicial 
planteada por el Tribunal Supremo) — Proceso penal contra Lluís Puig Gordi y otros

(Asunto C-158/21, (1) Puig Gordi y otros)

(Procedimiento prejudicial — Espacio de libertad, seguridad y justicia — Cooperación judicial en materia 
penal — Orden de detención europea — Decisión Marco 2002/584/JAI — Procedimientos de entrega entre 

Estados miembros — Condiciones de ejecución — Competencia de la autoridad judicial emisora — 
Artículo 47, párrafo segundo, de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea — Derecho 

de acceso a un juez establecido previamente por la ley — Posibilidad de emitir una nueva orden de 
detención europea contra la misma persona)

(2023/C 94/02)

Lengua de procedimiento: español

Órgano jurisdiccional remitente

Tribunal Supremo

Partes en el procedimiento penal principal

Lluís Puig Gordi, Carles Puigdemont Casamajó, Antoni Comín Oliveres, Clara Ponsatí Obiols, Meritxell Serret Aleu, Marta 
Rovira Vergés, Anna Gabriel Sabaté

con intervención de: Ministerio Fiscal, Abogacía del Estado, Partido político VOX

Fallo

1) La Decisión Marco 2002/584/JAI del Consejo, de 13 de junio de 2002, relativa a la orden de detención europea y a los 
procedimientos de entrega entre Estados miembros, en su versión modificada por la Decisión Marco 2009/299/JAI del 
Consejo, de 26 de febrero de 2009,

debe interpretarse en el sentido de que

una autoridad judicial de ejecución no dispone de la facultad de denegar la ejecución de una orden de detención europea 
basándose en un motivo de no ejecución que no se derive de la Decisión Marco 2002/584, en su versión modificada, 
sino del Derecho del Estado miembro de ejecución exclusivamente. En cambio, esa autoridad judicial puede aplicar una 
disposición nacional que establezca que se denegará la ejecución de una orden de detención europea cuando dicha 
ejecución daría lugar a una vulneración de un derecho fundamental consagrado por el Derecho de la Unión, siempre que 
el alcance de esta disposición no exceda el del artículo 1, apartado 3, de la Decisión Marco 2002/584, en su versión 
modificada, tal como ha sido interpretado por el Tribunal de Justicia.

2) Los artículos 1, apartados 1 y 2, y 6, apartado 1, de la Decisión Marco 2002/584, en su versión modificada por la 
Decisión Marco 2009/299,

deben interpretarse en el sentido de que

la autoridad judicial de ejecución no puede comprobar si una orden de detención europea ha sido emitida por una 
autoridad judicial que era competente a tal efecto y denegar la ejecución de esa orden de detención europea cuando 
considere que no es así.
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3) El artículo 1, apartado 3, de la Decisión Marco 2002/584, en su versión modificada por la Decisión Marco 2009/299, en 
relación con el artículo 47, párrafo segundo, de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea,

debe interpretarse en el sentido de que

la autoridad judicial de ejecución que haya de resolver sobre la entrega de una persona contra la que se ha dictado una 
orden de detención europea no puede denegar la ejecución de dicha orden de detención basándose en que esa persona 
corre el riesgo de ser enjuiciada, tras su entrega al Estado miembro emisor, por un órgano jurisdiccional carente de 
competencia a tal efecto, salvo que,

— por una parte, dicha autoridad judicial disponga de elementos objetivos, fiables, precisos y debidamente actualizados 
que revelen la existencia de deficiencias sistémicas o generalizadas en el funcionamiento del sistema judicial del 
Estado miembro emisor o de deficiencias que afecten a la tutela judicial de un grupo objetivamente identificable de 
personas al que pertenezca el interesado, a la luz de la exigencia de un tribunal establecido por la ley, que impliquen 
que los justiciables afectados se vean privados, con carácter general, en dicho Estado miembro, de un cauce jurídico 
efectivo que permita controlar la competencia del órgano jurisdiccional penal que ha de enjuiciarlos, y,

— por otra parte, la referida autoridad judicial constate que, en las circunstancias particulares del asunto de que se trate, 
existen motivos serios y acreditados para creer que, habida cuenta, en particular, de los datos facilitados por la 
persona que sea objeto de dicha orden de detención europea relativos a su situación personal, a la naturaleza de la 
infracción que se le impute, al contexto fáctico en que se dictó dicha orden de detención europea o a cualquier otra 
circunstancia relevante, el órgano jurisdiccional que probablemente vaya a conocer del procedimiento al que se 
someterá a esa persona en el Estado miembro emisor carece manifiestamente de competencia para ello.

La circunstancia de que el interesado haya podido invocar, ante los tribunales del Estado miembro emisor, sus derechos 
fundamentales a efectos de impugnar la competencia de la autoridad judicial emisora y la orden de detención europea 
dictada contra él no reviste una importancia decisiva a este respecto.

4) El artículo 1, apartado 3, de la Decisión Marco 2002/584, en su versión modificada por la Decisión Marco 2009/299, en 
relación con el artículo 47, párrafo segundo, de la Carta de los Derechos Fundamentales,

debe interpretarse en el sentido de que,

en un supuesto en que una persona contra la que se ha dictado una orden de detención europea alegue que, una vez 
entregada al Estado miembro emisor, corre el riesgo de ser enjuiciada por un órgano jurisdiccional carente de 
competencia a tal efecto, la existencia de un informe del Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria que no se refiera 
directamente a la situación de esa persona no puede justificar, por sí sola, que la autoridad judicial de ejecución deniegue 
la ejecución de esa orden de detención europea, pero tal informe puede, en cambio, ser tenido en cuenta por dicha 
autoridad judicial, entre otros elementos, a efectos de apreciar la existencia de deficiencias sistémicas o generalizadas en 
el funcionamiento del sistema judicial de dicho Estado miembro o de deficiencias que afecten a la tutela judicial de un 
grupo objetivamente identificable de personas al que pertenezca la referida persona.

5) El artículo 15, apartado 2, de la Decisión Marco 2002/584, en su versión modificada por la Decisión Marco 2009/299,

debe interpretarse en el sentido de que

se opone a que la autoridad judicial de ejecución deniegue la ejecución de una orden de detención europea basándose en 
que la persona contra la que se ha dictado dicha orden se expone, tras su entrega al Estado miembro emisor, a ser 
enjuiciada por un órgano jurisdiccional carente de competencia a tal efecto, sin haber solicitado previamente 
información complementaria a la autoridad judicial emisora.

6) La Decisión Marco 2002/584, en su versión modificada por la Decisión Marco 2009/299,

13.3.2023 ES Diario Oficial de la Unión Europea C 94/3



debe interpretarse en el sentido de que

no se opone a la emisión de varias órdenes de detención europeas sucesivas contra una persona buscada con el fin de 
obtener su entrega por un Estado miembro después de que la ejecución de una primera orden de detención europea 
dirigida contra esa persona haya sido denegada por dicho Estado miembro, siempre que la ejecución de una nueva orden 
de detención europea no dé lugar a la infracción del artículo 1, apartado 3, de la Decisión Marco 2002/584, en su 
versión modificada, y que la emisión de esta última orden de detención europea tenga carácter proporcionado. 

(1) DO C 217 de 7.6.2021.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Quinta) de 26 de enero de 2023 (petición de decisión 
prejudicial planteada por el Spetsializiran nakazatelen sad — Bulgaria) — Proceso penal contra V.S.

[Asunto C-205/21, (1) Ministerstvo na vatreshnite raboti (Registro de datos biométricos y genéticos 
por la Policía)]

[Procedimiento prejudicial — Protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos 
personales — Directiva (UE) 2016/680 — Artículo 4, apartado 1, letras a) a c) — Principios relativos al 
tratamiento de datos personales — Limitación de los fines — Minimización de los datos — Artículo 6, 

letra a) — Distinción clara entre los datos personales de las distintas categorías de personas — 
Artículo 8 — Licitud del tratamiento — Artículo 10 — Transposición — Tratamiento de datos biométricos 
y genéticos — Concepto de «tratamiento autorizado por el Derecho del Estado miembro» — Concepto de 
«estrictamente necesario» — Facultad de apreciación — Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 

Europea — Artículos 7, 8, 47, 48 y 52 — Derecho a la tutela judicial efectiva — Presunción de 
inocencia — Limitación — Delito público doloso — Investigados — Recogida de datos fotográficos y toma 
de huellas dactilares a efectos de su registro y obtención de muestras biológicas para la elaboración de un 

perfil ADN — Procedimiento de recogida forzosa — Carácter sistemático de la recogida]

(2023/C 94/03)

Lengua de procedimiento: búlgaro

Órgano jurisdiccional remitente

Spetsializiran nakazatelen sad

Parte en el procedimiento principal

V.S.

Con intervención de: Ministerstvo na vatreshnite raboti, Glavna direktsia za borba s organiziranata prestapnost

Fallo

1) El artículo 10, letra a), de la Directiva (UE) 2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, 
relativa a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales por parte de las 
autoridades competentes para fines de prevención, investigación, detección o enjuiciamiento de infracciones penales o 
de ejecución de sanciones penales, y a la libre circulación de dichos datos y por la que se deroga la Decisión Marco 
2008/977/JAI del Consejo, a la luz del artículo 52 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea,

debe interpretarse en el sentido de que

el Derecho del Estado miembro autoriza, con arreglo al artículo 10, letra a), de dicha Directiva, el tratamiento de datos 
biométricos y genéticos por parte de las autoridades policiales a efectos de sus actividades de investigación, con fines de 
lucha contra la delincuencia y de mantenimiento del orden público, siempre que el Derecho de ese Estado miembro 
contenga una base jurídica suficientemente clara y precisa que lo autorice. El hecho de que el acto legislativo nacional 
que contiene esa base jurídica se remita, por otra parte, al Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos 
personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de 
protección de datos), y no a la Directiva 2016/680 no puede desvirtuar, en sí mismo, la existencia de esa autorización, 
siempre que de la interpretación del conjunto de las disposiciones aplicables del Derecho nacional se desprenda, de 
manera suficientemente clara, precisa e inequívoca, que el tratamiento de datos biométricos y genéticos de que se trata 
está comprendido en el ámbito de aplicación de esa Directiva y no en el del Reglamento.
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